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$ La Umdad de Integrució n Centroamericana y Dcrcobu Comparado agradece n SIECA su uutorrzucron pnra 

publtear este estudio. en v1ato. de que constituyo un documeulo valioso aobee el problema conatítucronal y 
la Integracrcu - Eco no mma Ceurroamerrcaua. 

Se ha reconocido por los Órganos del Tratado General, por los gobiernos 
v por distintos grupos pnvados, que una de las cuestiones más importantes 
que tienen que resolverse para consolidar y dar más dmanusmo al mercado 
común centroamencano, es el problema que plantea la ngidez de la tarifa 
común aplicable a las importaciones provenientes de terceros países. Se trata 
en efecto de satisfacer una necesidad económica y una necesidad jurídica. 

Por el lado econórmco, el arancel uniforme es uno de los elementos 
constitutivos del mercado común -el otro es el libre comerc10- lo que le 
da la jerarquia de mstrumento básico para coordinar y onentar la política eco- 
nómica centroamencana. Es por ello que las oportunidades que se ongman 
con el mercado ampliado necesitan del apoyo adicional de una adecuada 
política arancelaria que estimule su cstablecimento -o su amphación= en- 
tendiéndose por adecuada .no sólo que el ruvel de la tarifa sea capaz de fo- 
mentar la producción, smo además que el otorgannento de ese estímulo se 
conceda en la oportunidad debida. 

El procednnrento que ahora se sigue para modificar gravámenes eqmpa- 
rados constituye un elemento de rigidez en el mane¡o de la política arance- 
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lana, lo que dificulta dar vigencia al objetivo antes enunciado. Los problemas 
que se denvan de este estado de cosas tienen repercusiones de distinto orden 
en la operación del mercado común y en los intereses de los propios Estados 
tales como la actitud de los mversiomstas, en el func10nanuento del libr~ 
comercio, en el grado de eficiencia de la producción mdustnal y agrícola en 
la política comercial con terceros países, en la protección del consumidor' en 
la defensa de la balanza de pagos y en los ingresos fiscales. ' 

En cuanto a la cuestión jurídica se trata, por un lado, de encontrar un 
mecanismo que permita dotar al mercado común de un mstnunento aran- 
celario flexible, capaz de responder a las necesidades que plantea su consoli- 
dación y crecmuento y, por otro, de elimmar cualquier elemento de arbitra. 
nedad; por el contrario, lo que se pretende es dar certeza al procedmuento y 
garantizar que se tomarán en cuenta los legítimos mtereses de las distmtas 
partes afectadas. 

Esa necesidad jurídica nace del prop10 proceso de integración, porque 
el establecnruento ele una mudad económica centroamencana significa que 
ciertos instrumentos de política económica tienen que ser manejados de una 
manera distinta a la tradicional, ya que deben ajustarse a una nueva dimen- 
sión y a una nueva realidad; pero todo ello dentro de normas que satisfagan 
los mtereses de los Estados centroamcncanos. 

En esta Nota se exanunan algunos de los problemas que justifican hacer 
flexible la adnurnstración de la política arancelana así como algunas alterna- 
tivas que pueden ser viables para hacer realidad tal propósito. En su Séptima 
Reunión Ordmana el Consejo Económico podría entrar a las cuestiones de 
fondo que plantea el mecanismo que se necesita para adoptar el arancel co- 
mún a las necesidades de la integración económica, así como considerar si su 
aplicación debería ser generalizada o sólo en determmaclos casos -para estímu- 
lo a la producción, defensa del consurmdor, defensa de la balanza de pagos-, 
o si sería un mecanismo de carácter temporal o de carácter permanente. Igual- 
mente podría acordar las onentaciones necesarias para proceder al estudio de 
aspectos específicos -s1 fuere el caso- o para preparar las bases del instrumen- 
to respectivo. 

l. Los problemas en las decisiones de inversión. 

Es evidente, que la mayor o menor capacidad para atraer los capitales de 
inversión, está determinado por las facilidades o ventajas que bnnde a los 
interesados la estructura ¡urídica e institucional de la integración, y por la 
oportunidad con que tales medidas se acuerden. Esto último, sobre todo, es 
importante en las primeras etapas del desenvolvimiento de una empresa. 

Si el estímulo arancelano que una planta industrial necesita no se otor- 
ga en el tiempo debido, por razón de la lentitud con que marchan las rene- 
gociaciones de aforos, tanto en el seno de los Conse¡os como en los órganos 
gubernamentales de cada país, es de esperarse que se manifieste un desaliento 
en los mversiornstas de toda la región. Tómese en cuenta, además, que una 
empresa instalada o por instalarse, al demostrar la necesidad de contar con 
una protección adecuada, lo hace en el entendido de que tal ayuda le habrá 
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de venir en un plazo relativamente corto -de acuerdo con sus planes de ex- 
pansión o especialización-e, al final de] cual estará en capacidad de abastecer, 
total o parcialmente, al consumo centroamencano. Debido a los procedimien- 
tos que hay que segun no siempre la protección ha podido brindarse con la 
oportumdad requenda. En efecto, el hemJ?O que ha transcurrido entre la 

f
Jresentación de una solicitud por parte del mteresado, y el momento en que 
a protección correspondiente entró en vigor, ha sido hasta de cuatro años. 

2. Los problemas que afronta el funcionamiento del mercado común. 

El Arancel Uniforme Centroamericano ha sido concebido, básicamente, 
como un mstrumento de desarrollo mdustnal, En tal sentido, y tomando 
en cuenta el estado en que encontraba esta acnvidad hace unos seis años 
-fecha en que aquél fue formulado-, se establecieron márgenes adecuados 
entre las materias pnmas, los bienes mtermedics y los productos finales. No 
obstante, la transformación y el avance de la mdustna centroamencana justi- 
fica, en muchas oportumdades, un examen de dicho mstrumento con el fin de 
a¡ustarlo a la nueva realidad. 

Existen, en efecto, un gran número de casos en que se hace necesana la 
revisión apuntada, para evitar, entre otras cosas, las discrepancias que se de- 
nvan del propio arancel v las disposiciones de algunos ordenamientos juridi- 
cos de los países. 

Si bien hay que tomar en cuenta que la tarifa común refleja el balance de 
los distintos mtereses que hubo que con¡ugar para hacer posible un acuerdo, 
gue a su vez es el producto de la situación económica y de las espectativas 
de inversión que existían al negociarse aquella, hay casos en que dctemunadas 
fracciones arancelanas gravan con derechos iguales tanto e] producto termi- 
nado corno sus matonas prunas, mientras que otras veces el diferencial existen- 
te no resulta ser el adecuado. Esa situación ha sido causa de que los mteresados 
acudan en demanda de los beneficios que otorgan las leyes de fomento mdus- 
tnal, para importar, con exoneración de impuestos, las matenas pnmas que 
necesitan r,ara sus manufacturas. De esta manera, logran la diferencia deseada 
entre aquellas y el producto final. 

Por otra parte, en los casos en que la mdustna centroamencana comienza 
a dedicarse a la producción de matenas pumas, bienes mtermedios y bienes 
de capital, se ha encontrado que a veces los mveles arancelanos resultan ser 
escasamente proteccionistas, pues éstos se fijaron cuando no se tenía certeza 
de que la elaboración de tales artículos fuese factible en los países del área. 

La búsqueda de diferenciales arancelanos a través <le la dispensa de de- 
rechos que permitan las leyes de fomento industrial, así como la falta de vi- 
gencia del instrumento uniforme centroamencano que eqmpara tales benefi- 
eros, ha sido causa de frecuentes entorpecinuentos en el libre comercio de la 
región. En efecto, la ausencia de una política común en matcna de mcentivos 
fiscales y las diferencias de desarrollo mdustnal relativo entre los países, han 
motivado que ocasionalmente compitan en el mercado común mercancías 
cuyos costos han sido artificialmente alterados, por razón de las franquicras 
c¡ue se otrogan para la importación de sus matenas primas. Las diferencias 
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r;, La nnportaucia tributaria del arancel uniforme centroamericano. 

La estructura tributana de los Estados centroamencanos se ha caracte- 
nzado siempre por su acentuada dependencia respecto de los mgresos pro- 
vernentes de los impuestos a la importación. A pesar de los mconvementes 
de este sistema, que vuelve al fisco fácilmente vulnerable a las vanaciones 
del comercio exterior, apenas en los últimos años comienzan a mostrarse m- 
dicios de cambio en dicha estructura. La circunstancia arriba apuntada, es 
una de las prrncipales razones que no ha permitido se complete el arancel 
uniforme, ya que ]os rubros que aún están pendientes de equiparación, si 

4. Impedimento para negociar reducciones arancelarias con terceros países. 

En razón de los compromisos que \1an contraído los Estados dentro del 
Programa de Integración Económica, no les es posible, unilateralmente, otor- 
gar preferencias arancelanas a las nnportaciones provenientes de terceros país 
ses. Esto, a lo que debe añadirse la carencia de un mecarusmo que ]es permita 
actuar corno umdad cconónuca, debilita la capacidad negociadora ele las Re- 
públicas centroamericanas en sus relaciones con el resto del mundo. Es con- 
veruente, para salvar esta dificultad, que el organismo competente del Trata- 
do General se encargue de poner en marcha acciones de política comercial 
externa que permitan, con 1a prontitud deseada, concretar acuerdos comercia- 
les que tengan como resultado rebajas arancelarias para los productos de ex- 
portación de los cinco países. Para esto, también es ineludible que el arancel 
uniforme pueda modificarse oportunamente, tomando en cuenta las necesi- 
dades de aquella política. 

competitivas que se derivan de este fenómeno han provocado, en ciertos mo- 
mentos, que los Gobiernos obstaculicen el mtercambro aduciendo razones de 
posibles prácticas de comercio desleal que amenazan su mdustna nacrnnal. 

3. Los problemas relacionados con la efícrencra en la producción mdustrial. 

La posibilidad de ajustar los derechos aduaneros a niveles razonables 
rrotecc1on1stas, que sin ser prohibitivos para las importaciones de fuera del 
arca permitan un resguardo suficiente para los productos locales, es lo que 
haría factible el uso del arancel uniforme como mstrumento para lograr una 
mayor eficiencia y compehtividad en la actividad mdustnal centroamericana. 

Es bien sabido, por otro lado, que los rnveles arancelanos exageradamente 
proteccionistas posibilitan la existencia de deficientes estructuras de produc- 
ción y que realidades de esta naturaleza, además de repercutir en forma des- 
favorable en los costos, nnpiden el avance hacia formas más modernas de 
tecnología industrial, en las que sería posible el aprovechamiento de las eco- 
nomías de escala y de una mayor especialización. 

Por todo ello, es dable observar también aquí que la falta de un mecanis- 
mo que permita modificar con rapidez los aforos vigentes, impide que se pro- 
p1c1en y estimulen, en Centroaménca, formas de mayor competitividad en 
el Iuncionarruento del mercado común. 
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La pnmera vez que los gobiernos expresaron la necesidad de que Ccn- 
troaménca contara con un instrumento regional que facilitara el proceso de 
modificac1ón de los derechos aduaneros, comprendidos en el Arancel Um- 
forme Ccntroarnencano, fue con oportunidad de la Prrmera Reumón Con- 
¡unta de Ministros de Economía y de Hacienda efectuada en Antigua Guate- 
mala, a prmcip10s del mes de abril de 1965 Los Mirustros de los Estados 
Centroamencanos, congregados en tal ocasión, señalaron la importancia de 
poder utilizar el Arancel Uniforme como un mecamsmo para coordmar y 
orientar la política econórmca centroamcncana, para lo cual era imprescin- 
dible que el mismo pudiera manejarse de manera flexible y se adaptara con 
prontitud a las necesidades del Programa de Integración Económica Centro- 
americana. Se señaló que dicho Arancel se caractenzaba por su ngidez, lo 
cual ponía obstáculos al proceso de modificación de los derechos aduaneros 
uniformes. Ya gue para todo cambio arancelano se requiere, además de un 
largo proceso de renegcciación previa, cumplir con trámites de ratificación 
Iegislatrva en cada uno de los Congresos Centroamencanos. 

Los Ministros de Economía y de Hacienda consideraron la necesidad de 
que en el menor plazo posible los Estados centroamencanos suscribieran un 
instrumento reg10nal para soslayar los trámites de ratificación legislativa, su- 
gméndole una modalidad para que los Poderes Ejecutivos de los países, pu- 
sieran en vigor directamente los nuevos derechos que se hubieren acordado 
en negociaciones efectuadas en el seno del Consejo Ejecutivo Y aprobadas 
luego por el Consejo Económico. 

Para cumplir con el propósito antenormente expresado. se encargó a la 
SIECA la forrnulacrón de un proyecto de Convcmo Centroamencano que 
mcluvera un mecanismo mediante el cual los cmco Congresos centroamcn- 
canos, al ratificar dicho Convemo, autonzarían a los Poderes Ejecutivos de 
sus respectivos países para modificar los aforos dentro de los límites máximo 
y mímmo que se establecieran en el mismo. También se señaló que en dicho 
Proyecto de Convemo deberían mcluirse disposiciones que exigieran la pre- 
paración de estudios económicos como requisito previo a las solicitudes de 
renegocración arancelana y también que el Consejo Ejecutivo fijaría cntcnos 
neccsanos, a fin de que las nuevas tanfas arancelanas fueran congruentes con 
una política uniforme centroamericana de desarrollo económico v social. 

En cumplmucnto de lo anterior, la Secretaría Permanente presentó a la 
XV Reunión del Consejo Ejecutivo celebrada a mediados del año 1965 en 
San fosé, un Proyecto de Protocolo al Convenio Centroamericano sobre 

II ANTECEDENTES 

bien poco numerosos, son considerablemente importantes desde el punto de 
vista fiscal. La vigencia de un mecamsrno que permita modificar la tarifa co- 
mún con oportunidad. penmtrrla garantizar los intereses fiscales de los Es- 
tados, posibilitándose así terrmnar el arancel uniforme, tarea que cobra pno- 
ndad para perfeccionar el mercado común y emprender una nueva política 
comercial, además de que es una condición sme-qua-non para poder estable- 
cer la umón aduanera que contempla el Tratado General. 
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El mecanismo mediante el cual los Poderes Ejecutivos de los países 
centroamencanos estarían autonzados para la renegociación de aforos, se 
concibió en el proyecto en forma tal que los Congresos autonzarían mveles 
máxnnos y minimos dentro de los cuales se podrían fijar los aforos uniformes. 
Sobre este particular, el Consejo Ejecutivo señaló que dicha autorización po- 
dría ser en el sentido de que los gravámenes uniformes vigentes se aumenta- 
rían o dismmuirian hasta en un ciento por ciento de los derechos actuales, 
o se establecería un nuevo impuesto hasta de un ciento por ciento sobre el 
valor CIF de las mercaderías. Se apuntó, además que para todas las modifica- 
ciones que se presenten sería necesario que la Secretaría Permanente emitiera 
un dictamen evaluando el estudio técnico que necesanamente debería acom- 
pañar tales solicitudes. 

Al conocer el Consejo Ejecutivo el Proyecto presentado por la SIECA, 
sugmó que ésta debería proponer redacciones alternativas que garanticen 
una completa automaticidad y simplicidad para la puesta en vigor, en los 
cinco países, de los nuevos derechos acordados. En este sentido, tendría que 
pensarse en limitar el plazo para el cumplimiento de las diversas etapas del 
nuevo sistema, inclusive la cornumcación a los Gobiernos, la forma de pu- 
blrcación en los Dianos Oficiales, y el cumplnruento, por parte de los Pode- 
res Ejecutrvos, de los acuerdos que sobre el particular tome el Consejo Eco- 
nómico Centroamericano. También se discutió el problema relacionado con 
la vigencia del Protocolo, ya que es necesano ponerse de acuerdo sobre el 
aspecto de si se requiere el depósito del tercer instrumento o del quinte ms- 
trumento de ratificación. Algunos otros aspectos, no menos importantes, 
también fueron considerados, tales como la modificación de los aforos uru- 
formes aún no vigentes, la equiparación de los aforos para rubros pendientes 
y la inclusión de derechos aduaneros en el Sistema Especial de Promoción 
de Actividades Productivas. 

Con ocasión de celebrarse la XVIII Reunión del Consejo Ejecutivo, 
también en San José, en octubre de 1965, se conoció un anteproyecto de 
Protocolo al Convenio sobre Equiparación de Gravámenes a la Importación, 
postenormente denommado Segundo Protocolo de San Salvador. En este 
Proyecto estaba contenido un capítulo específico sobre el refendo mecanismo. 
En tal oportunidad, se decidió posponer la aprobación de tales disposiciones, 
en reconocnmento a la necesidad de profundizar más el estudio de las posi- 
bles modalidades tendientes a lograr los objetivos de flexibilidad en el ma- 

Equiparación de Gravámenes a la Importación, el cual desarrollaba los pnn- 
ciprns y el mecanismo sugendo por la Reunión de Ministros de Economía y 
Hacienda. El Consejo analizó exhaustivamente dicho Proyecto e luzo diver- 
sos comentanos al mismo, que aparecen en el Anexo Nº 4 del Acta Nº 15 
En síntesis, señaló la necesidad de que en los considerandos del Proyecto 
quedaran claramente expresados los conceptos básicos que inspiraron al mis- 
mo, los cuales deberían sustentar en el futuro toda renegociación de derechos 
aduaneros uniformes. En este sentido, deberían considerarse como critenos 
los aspectos fundamentales del Arancel Uniforme que se refieren a protec- 
ción mdustnal, defensa de la balanza de pagos, mtereses fiscales y convenien- 
cia social. 
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ne¡o o aplicación de la política arancelana centroamericana. Se pensó, tam- 
bién, en que era de la mayor convernencia explorar otras formas con las cua- 
les se pudiese alcanzar el propósito persegmdo. 

Finalmente, se decidió esperar los resultados de la Evaluación de la 
Integración Económica Centroamericana, que para ese entonces estaba pre- 
parando la CEPAL, documento gue sería próximamente considerado y ana- 
lizado por el Comité de Cooperación Económica del Istmo Centroamenca- 
no. Se expresó que una vez realizados estos eventos, se podría contar con 
mayores elementos de JUICIO sobre al mntena a que se ha vemdo haciendo 
mención. 

En enero de 1966 los Ministros de Economía que mtegran e] Comité de 
Cooperación Económica, conocieron y discutieron el mencionado documen- 
to de evaluación, el cual, al hablar de los aspectos concernientes a la flexibi- 
Iidad del Arancel de Aduanas Centroarnencano, señala que el problema fun- 
damental de la tarifa común a las importaciones radica en su ngidez, marn- 
festada en lo prolongado del plazo que se requiere para renegociar y poner 
en vigor nuevos derechos uniformes. · 

Es oportuno hacer una breve mención de algunos de los aspectos más 
relevantes que figuran en dicho documento. En pnmer término, se expresa 
la necesidad de contar con estudios técnicos por medio de ]os cuales se de- 
muestre y se compruebe en cada caso que existe una necesidad auténtica 
que ¡ustifica el cambio en el arancel vigente, a la vez que dé oporturudad de 
exponer sus puntos de vista a todos los intereses en juego y que se puedan 
ver afectados. Se destaca, como un asunto también importante, la convemen- 
cia de que una nueva modalidad, que signifique delegación de los Poderes 
Legislativos en los Poderes Ejecutivos, debería concebirse como un mstru- 
mento de duración temporal, aprovechándose ésta para que en un plazo 
más o menos prudencial se logre ajustar el Arancel Uniforme a las actuales 
necesidades del Mercado Común Centroarnencano. Cumplido este plazo, se 
retomaría al procedimiento tradicronal. Se sugiere, además, la posibilidad 
de que se acuerden plazos fijos para el cumplimiento de las diversas etapas 
que mvolucran e] proceso de renegociación arancelana: y también se apunta 
que es necesano mantener mecanismos de contacto constante con los respec- 
tivos comités legislatrvos de los países, no sólo nata enterar a los Congresos 
acerca de los avances en el proceso de modificación arancelaria, sino también 
para propiciar que se conviertan en participantes activos del proceso de 111- 
regración centroamericana. 

Con base en las sugestiones contenidas en el mencionado documento de 
evaluación, el Comité de Cooperación Económica emitió la Resolución Nº 
134 que, en el capítulo concerniente a política arancelana, hace algunas re- 
comendaciones que están directamente ligadas con Ios problemas sobre fa 
agilidad en los procednrnentos de renegociación arancelana. En dicha Reso- 
lución se recomienda al Consejo Económico que en los próximos Protocolos 
c¡ue se suscriban sobre tal, se establezcan plazos fijos para la presentación de 
éstos a los respectivos Congresos y para efectuar el depósito de los mismos, 
una vez hayan sido ratificados. También se recomienda al Consejo Ejecutivo 
que continúe con sus trabajos tendientes a formular un Convenio cncanu- 
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La SIECA recibe directamente de los gobiernos las gestiones de rene- 
gociación que presentan los empresanos, qmenes suelen acompañarlas de 
un estudio económico que las justifica. El pnmer paso que se realiza en la 
Secretaría consiste en cotejar la mfonnac1ón proporcionada con los datos 
exigidos en el formulario aprobado por el Consejo Ejecutivo. a fin de poder 

2. La evaluación de las solicitudes. 

L Pnncipales causas que onginan las solicitudes de renegocíación arancelana, 

De modo casi exclustvo, los interesados justifican sus solicitudes de modi- 
ficaciones a los derechos aduaneros uniformes, aduciendo razones de protec- 
ción mdustnal, y casi siempre van encaminadas a lograr la elevación del 
monto de los gravámenes vigentes. No faltan casos, sm embargo, en que se 
pidan rebajas arancelanas para la nnportación de matonas prnnas. 

A veces los pencionanos aducen prácticas de comercio desleal en apoyo 
de la modificación que procuran, las cuales se presentan bajo la forma de 
rebajas en los precios (dumpmg) que efectúan los exportadores del resto del 
mundo. En prueba de esto, se acompañan casi siempre facturas o pólizas 
de importación, en las que se demuestra la autenticidad de las prácticas 
relacionadas. 

En lo que lleva ele íuncionarmentc el mercado común, solamente ha 
habido un caso en que la renegociación tuvo como base razones de in. 
dole fiscal. 

III DESCRIPCION DEL ACTUAL PROCESO DE 
RENECOCIACION ARANCELARIA 

nado a facilitar el actual proceso de renegocaación arancelaria, con el pro· 
pósito de que éste sea lo más ágil y lo más expedito posible. Se sugiere a 
dicho Consejo que además adopte plazos fijos para las diversas etapas de 
discusión de las solicitudes de renegociación arancelana, Por último se re- 
cormenda integrar un grupo especializado en este campo, el cual estaría for- 
mado por sus miembros suplentes así como perfeccionar las funciones deli- 
berativas o de decisión, permitiéndose la participación de los diversos mte- 
reses o grupos que tienen relación con el asunto arancelario que se esté 
tratando. 

El Comité subrayó que el logro de los propósitos anteriormente seña- 
lados permitiría emplear eficazmente el Arancel Uniforme como un mstru- 
mento de política económica en sus aspectos de protección mdustnal, J?01Í- 
tica comercial, defensa a la balanza de pagos y de ingresos fiscales. Final- 
mente, es necesario remarcar que el Comité se manifestó totalmente de 
acuerdo en la modalidad que pernutiría, dentro de límites máximo y mímmo, 
acordar nuevos derechos aduaneros uniformes, sin la previa ratificación legis- 
lativa. Para garantizar que el nuevo procedimiento sugcndo se aplique con 
justicra, el Comité destacó como ya se ha mencionado, la necesidad de darle 
participación a todos los intereses en ¡uego y de efectuar estudios técmcos 
que justifiquen cabalmente la necesidad de la modificación arancelaria. 
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l Las etapas de negociación. 
Con los 1mcios emitidos por la SIECA, los miembros del Consejo Eje- 

cutivo, días antes de nnciarse la reunión próxima mmedmrn, estudian la soli- 
citud presentada por la empresa interesada. Las solicitudes se resuelven de 
acuerdo con el orden o secuencia que se establece en cada junta, Reciente- 
mente, las deliberaciones las realiza el Grupo de Representantes Alternos, 
con lo que se ha logrado una división de tareas que facilita considerablemente 
las labores del Consejo Ejecunvo. 

Al irucrarse el análisis de cada caso, personeros de las empresas peticio- 
nanas asisten a la correspondiente reunión en calidad de asesores y es en 
esta ocasión que mfonnan al Consejo acerca de los detalles técnicos y las 
razones de su petición. Al entrarse en la etapa propia del debate, con la sola 
participación de los delegados de cada país, e] Grupo de Alternos se pone 
pnmeramente ele acuerdo en un valor unitario uniforme y luego decide; por 
imannmdad, ]os derechos aduaneros que habrán de quedar vigentes. 

Postenormente, cuando se ha acumulado un número importante de 
fracciones renegociadas, se aprovecha una reunión del Consejo Econó1mco 
para someterle un proyecto de Protocolo al Convenio sobre Equiparación de 
Gravámenes a la Importación, preparado por el Consejo Ejecutivo. Una vez 
suscrito dicho Instrumento, los poderes adrrumstrabvos de cada país los en- 
vían a sus respectivos Congresos, para cumplir con los trámites de ratifica- 
ción legislativa. Dado este paso, el Poder Ejecutivo sanciona la lev v realiza 
los actos necesanos para su depósito en la oficma designada a] efecto. Co- 
rnentemente, el instrumento entra en vigor para los tres pnmeros países 
depositantes ocho días después del depósito del tercer instrumento de rati- 
ficación y, para los otros dos, en la fecha en que cumplan tal requisito. 

4. La expeneucia disponible sobre el proceso de renegociacrón. 
Después de la suscnpción del llamado Protocolo de San José, en Julio 

de 1962, son seis los mstrumentos que se han aprobado y en los cuales se 
incluyen modificaciones de los derechos aduaneros para 83 rubros, (el Aran- 
cel de Aduanas Centroamericano se encuentra equiparado en un 95 por 
ciento) El prnnero de tales documentos se suscribió en enero de 1963 (Proto- 
colo de San Salvador), y el último se firmó en octubre de 1965 En la actua- 
lidad, está pendiente de suscripción un nuevo mstrumento sobre la nns- 
ma materia. 

completar, por intermedio del Gobierno interesado, los elementos de ¡mc10 
que hagan falta. Hecho lo anterior, se efectúa una síntesis de la solicitud y 
se analizan algunos aspectos importantes de la misma, tales como comparar 
la producción con el consumo aparente, medir la tendencia de éste, así co- 
mo el impacto de los derechos aduaneros sobre los precios, Cuando es po- 
sible, también se sugiere el nivel arancelario que se considera adecuado. Los 
comentanos de la Secretaría generalmente gnan alrededor de la procedencia 
de la renegociación solicitada, tomando en cuenta los pnnc1p10s básicos en 
que se fundamenta la política mdustnal de Centroamérica dentro del Pro- 
grama de Integración Económica. 



186 

En las págmas precedentes se comentó que el sistema hasta ahora em- 
pleado dentro del programa de integración económica para el manejo de la 

IV ANALISIS JURIDICO DEL PROBLEMA 

No sería del caso hacer una relación detallada ele los plazos y fechas ele 
las diversas etapas en que se fue cumpliendo el proceso que antecedió a la 
vigencia de cada uno de los compromisos señalados, No obstante, sí es de 
rmportancia, para ejemplos puramente ilustrativos, detenerse un tanto en 
algunos hechos del Protocolo de Guatemala. 

La pnmera etapa en el proceso <le formulación de este instrumento se 
imció en agosto de 1963, con la presentación de la pnmera solicitud de rene- 
gocración arancelana, Tremta días más tarde, aproximadamente, la SIECA 
elevó al Consejo Ejecutivo el estudio correspondiente. órgano éste que com- 
pletó la lista de los nuevos derechos uniformes diez meses después. En 1ulio 
de 1964, se formuló el proyecto de Protocolo, que incluía, desde luego, la 
pnmera de las solicitudes recibidas, así como otras que llegaron posterior- 
mente. Transcurrido un mes, o sea el 1 ° de agosto de 1964, el Consejo Eco- 
nómico suscribió el mencionado documento. 

La siguiente etapa -que es la que se venfica a rnvel de los Estados- 
requmó un lapso de dos años y ocho meses, ya que el tercer depósito no se 
luzo hasta abril de 1967, fecha en que entro en vigencia el Protocolo. En 
suma, desde que se recibió la pnmera petición hasta que el nuevo aforo 
cobró vigor, transcurrieron tres años y nueve meses y aún entonces dos yaíses 
no estaban obligados a aplicarlo, por no haber completado los trámites 
mtemos. 

Lo analizado antenormente da lugar a dos comentanos. El pnmero es 
que el tiempo que toman los trámites de renegociación dentro de los Órganos 
del Tratado General puede estimarse corno normal -aunque eventualmente 
podría reducírse=, ya que cada solicitud debe ser objeto de cuidadoso estu- 
dio por parte del ConSCJO Ejecutivo por la responsabilidad que le compete 
en la admmistracion de la política arancelana, sobre todo porque es mdis- 
pensable tornar en cuenta los intereses de las distintas partes afectadas. Por 
otro lado, no resulta .conveniente la suscripción de protocolos con pocos ru- 
bros arancelanos debido a que es necesano rodear al Arancel Uniforme de 
un alto grado ele estabilidad y por el período =relativamente largo- que 
comprende su ratificación y depósito. 

El segundo comentano es que dada la naturaleza del proceso legislativo 
y la periodicidad de las sesiones de los Congresos -que no nccesanamentc 
coinciden en los cinco países- no puede asegurarse una ratificación mme- 
diata de los protocolos, más sr se considera que casi siempre sus agendas están 
cargadas de legislación nacional a la que usualmente se le asigna un carácter 
urgente. De tal manera que es posible explicar el período que toma la ntr· 
ficación y depósito de cada uno de dichos instrumentos; pero como se ha 
dicho, también hay necesidad de aprovechar las oportunidades qu~ ofrece 
el mercado ampliado, por lo que es urgente m!a alternativa al proce~u~11ento 
que ahora se sigue para dar vigencia a una política arancelaria más dinármca. 
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Art. 220. 

Art. 119 

Art. 47 
12. 
15 

El Gobierno se compone de tres poderes: Legislativo, Ejecutivo y 
[udicial, que actuaran independientemente dentro de sus facul- 
tades, las cuales son indelegables, y colaborarán en el ejercicio 
de sus funciones públicas. 
Corresponde a la Asamblea Legislativa: 
Decretar, interpretar, reformar y derogar las leyes secundarias. 
Decretar contribuciones o impuestos sobre toda clase de bienes o 
ingresos, en relación equitativa; y en caso de invasión, guerra, le- 
galmente declarada, o calamidad pública, decretar empréstitos 
forzosos en la misma relación, si no bastaren las rentas públicas 
ordinanas. 
No pueden nnponerse contribuciones smo en virtud de una ley 
y para el servicio público. 
La Constitución prevalecerá sobre todas las leyes y reglamentos. 
El interés público pnmará sobre el interés privado (Inc. último). 

Art. 4. 

El Salvador 

Art. 172. Ninguna ley podrá contranar las disposicrones de la Constitución. 
Las leyes g_ue violen o tergiversen los mandatos constitucionales 
son nulas 1pso jure. 

Art. 145 La función pública no es delegable, excepto en los casos señala- 
dos por la ley (Inc. 39). 

Art. 170. Corresponde también al Congreso: ~ 
1°) Decretar, reformar y derogar las leyes. ·8 
39) Decretar impuestos ordmanos y extraordmanos conforme las -c 

necesidades del Estado v deterrnmar las bases de su recau- § 
dacrón, ¡;.;¡ 

Guatemala: 

política arancelana, cumphó una función importante en la pnmera etapa de 
formación y operación del mercado común; pero que este sistema debe mo- 
dificarse a la luz de las nuevas realidades que impone el mercado amphado 
y la necesidad de dar mayor dinarmsmo a la política regional de desarrollo. 
La ng1dez o mflexibilidad del actual mecanismo arancelano frente a la ur- 
gencia de satisfacer la necesidad antes mencionada, plantea la convemencia 
de estudiar si por virtud de los regímenes conshtucronales vigentes en Cen- 
troaménca y del ordenamiento Jurídico de aquel programa, es posible esta- 
blecer una nueva mecánica para superar las deficiencias apuntadas. 

l. Examen comparativo de las Constituciones Centroamericanas. 

Las disposiciones constitucionales que tienen que ver con la matena 
arancelana, son las siguientes: 
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31. Establecer impuestos, contribuciones y otras cargas públicas. 

Art. 183. Las facultades del Poder Legislativo son mdclegables, excepto las 
que se refieran a dar posesión a los altos funcionarios del Estado. 

Nicaragua 

Art. 14 Los órganos del Gobierno v los funcionanos públicos no tienen, 
01 bajo el pretexto de crrcunstancias extraordinarias, más auton- 
dad 111 facultades que las que expresamente les confiere la ley 
Todo acto en contrano es nulo. 

Art. 118. Solamente por razón de mterés general o servicio público y por 
virtud de una ley se pueden crear impuestos, aumentar los exis- 
tentes o exonerar de su pago en todo o en parte. (Comprendido 
en el Título IV que trata sobre Derechos v Garantías). 

Art. 148. Corresponde al Congreso en Cámaras separadas: 
1 Decretar, reformar, mterpretar y derogar las leyes. 

11. Imponer contribuciones. 

Art. 150. Las facultades del Poder Legislativo son mdelegables, excepto las 
de legislar en los ramos de Hacienda y Economía, que podrán ser 
delegados en el Poder Ejecutivo para que los ejerza en receso del 
Congreso. La facultad delegada de legislar en Hacienda no com- 
prende la de crear impuestos, 111 de modificar las partidas del 
Presupuesto General de Gastos; sm embargo podrá el Presidente 
de la República, en Consejo de Ministros, crear contribuciones 
o impuestos con carácter general, cuando hubiese estallado una 

Art. 181. 

4. 

Art. 96. 

Art. 53. 

Los funcionanos del Estado no tienen más facultades que las que 
expresamente les confiere la ley 
Todo acto que ejecuten fuera de la ley es nulo, y acarrea respon- 
sabilidad. 
No se aplicarán leyes y disposiciones gubernativas o de cualqtner 
otro orden, que regulen el e¡erc1c10 de los derechos y garantías 
reconocidos en esta Constitución, s1 los dismmuven, restrmgen O 
tergiversan. 
Los impuestos y los cargos públicos sólo obligan cuando han sido 
legalmente decretados. Sólo un Congreso Nacional reunido en 
sesiones ordinarias impone contribuciones y demás cargas públicas 
(comprendido en el Título II Cap. V que trata sobre Declara- 
cienes, Derechos y Garantías). 
Corresponden al Congreso Nacional las atribuciones siguientes: 
Decretar, interpretar, reformar v derogar las leyes. 

Art. 3. 

Honduras 
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Art. 9 Ninguno de los Poderes puede delegar el ejercicio de funciones 
que le son propios, (Inc. 2°). 

Art. 10. Las disposiciones del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo 
contrarras a la Constitución serán absolutamente nulas. (loe. 1 º). 

Art. 11. Los funcionanos públicos son simples depositarios de la autoridad 
y no pueden arrogarse facultades que la ley no les conceda. 

Art. 121. Además de las otras atribuciones que le confiere esta Constitución 
corresponde exclusivamente a la Asamblea Legislativa: 

l. Dictar las leyes, reformarlas, derogarlas v darles interpretación 
auténtica, salvo lo dicho en el capítulo referente al Tribunal Su- 
premo de Elecciones. 

13. Establecer los impuestos y contribuciones nacionales y autorizar 
los municipales. 

Como puede apreciarse de la lectura de las disposicrones antcnores, las 
cmco Constituciones comciden en reconocer como atribucrones exclusivas 
de los respectivos Congresos, las siguientes: 

a) Decretar, reformar y derogar las leyes; 
b) Decretar los impuestos, contribuciones o car~as públicas. 

Esta atribución es mdclegable en todos los paises, excepto en Nica- 
ragua, cuya Carta Fundamental admite tal delegación en el Poder 
Ejecutivo, en casos excepcionales. 

De acuerdo con los mismos textos, es nula toda norma que contraríe o 
tergiverse las atribuciones recién mencionadas. 

Costa Rica 

Art. 234. La Constitución es la Ley Suprema de la Repúbhca. No tendrán 
valor alguno las leyes, decretos, reglamentos, órdenes, disposicio- 
nes, pactos o tratados que se opusieren a ella o alteraren de cual- 
quier modo sus prescnpciones. 

guerra civil o internacional en que partícipe la República, dando 
cuenta al Congreso en su próxima reunión. 

Art. 191. Corresponde al Presidente de la República con relación al Po- 
der Legislativo: 

9 Emitir leyes en receso del Congreso, en uso de delegación le- 
gislativa. 

10. Emitir, en receso del Congreso v en Consejo de Ministros, de- 
cretos -leyes en casos de emergencia o de necesidad púbhca=, so- 
metiéndolos al Congreso en los próximos quince días de sus pró- 
ximas seswnes ordinanas. · 
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La situación que se acaba de describir, y que hoy en día prevalece en 
Centroaménca, no ofrece las nusmas características en otras regiones del 
mundo en las que, si bien hasta hace algún tiempo existía una situación aná- 
loga, ha sufndo profundas modificaciones, debido, entre otros factores, a que 
la orgarnzación de la cornumdad mternacional en grupos regionales tornó 
ineludible el nnplantanuento de reformas de naturaleza mstitucional. 

Las transformaciones aludidas han obligado a una revisión de conceptos 
sobre la figura jurídica de la delegacrón, tanto en el campo de la cloctnna 
como dentro del Derecho Positivo. Resultado de estas nuevas comentes son 
las reformas constitucionales que se han producido en diversas partes. del 
mundo, con el objeto de posibilitarlas. La fuerza de esta tendencia ha sido 
tal que aun países como los europeos, que se caracterizan por su respeto a 
las estructuras Jurídicas establecidas, han caído bajo su mfluencia. 

Los progresos alcanzados por los Estados miembros de la Comunidad 
Econónuca Europea, en materia arancelaria, se deben, en buena medida, a 
que en el curso de lo que el Tratado de Roma denomma "período trai~s~to- 
no", los Poderes Ejecutivos de cada uno de aquellos han podido modificar 
los aforos acordados en el seno de la Comunidad, sin necesidad de trámites 
legislativos. 

2. Examen de las legislaciones de otros países o grupos de países. 

De todo lo anterior se colige que el establecimiento, modificación y dero- 
gación de las cargas fiscales es una competencia del carácter exclusivamente 
legislativo y que, por consiguiente, no puede ser ejercida por nmgún otro 
poder del Estado. Casi es mnecesano decir que esto obedece no sólo al pnn- 
cip10 de la división de poderes y de funciones del Estado, smo que además 
constituye una garantía establecida por el orden Jurídico en beneficio de los 
particulares, frente a las posibles actuaciones arbitranas de las autoridades 
adrrurnstratrvas. 

Lo que se acaba de manifestar es tanto más exacto cuanto que los Arts 
96 y 118 de las Constituciones de Honduras y de Nicaragua, respectivamente' 
de manera expresa reconocen que las cargas públicas sólo obligan cuando ha~ 
sido legalmente decretadas, preceptos que en el fondo no son otra cosa que 
la expresión de una verdadera garantía mdividual. 

La afirmación que acaba de hacerse lleva implícita una cuestión de fun- 
damental importancia, cual es la de que en caso de violacrón de la garantía 
antedicha queda expedito a los particulares el ejercicio de recursos extraer- 
dinanos, tales como los de amparo y de mconstitucionahdad, para que se 
restablezca el orden Jurídico alterado. 

Las razones recién expresadas explican, asimismo, el carácter mdelegablc 
que por regla general tiene la función impositiva en los Estados centroameri- 
canos, ya que de otra manera se desnaturalizan los motivos tenidos en cuenta 
para confiar a los Congresos tan esencial cometido, y se rompería el equilibrio 
de poderes que propugnan las Constituciones, 
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(1) Tuutato Isrtrutivc dd)n Comunita Econormca Europea (Eomenrarro}, por Rolando Quudrr, Hiccardo Mo- _ ~ 
naco y Alberto Tmbucclu, vo lumen I; pagma 113, Giuffié Edüore, Mil an, Itul¡a, 1965, ~ 

Las leyes mediante las cuales se concedió la referida potestad a los ór- 
ganos adrnuustradores de los Estados miembros ele aquel Tratado, son las 
siguientes: Bélgica, ley de 2 de marzo de 1957; República Federal de Ale- 
mama, Código Aduanero del 14 de JLllllO de 1961, Francia, artículo 8 del 
Cóchgo de Aduanas; Luxemburgo, leyes del 25 de Julio de 1921 y 24 de abril 
de 1922; Holanda, "arrete" del 23 de 1u1110 de 1960; e Italia, lev del 24 de 
d1c1embre de 1949 y otros posteriores (1). 

El Tratado de Roma, en su artículo 28, faculta al Consejo ele la Comu- 
mdad para que, previa _eropuesta de la Comisión, modifique o suspenda, den- 
tro de ciertos límites (20%) y por un período no mayor ele seis meses, los 
aranceles uniformes acordados. El Consejo toma estas decisiones por medio 
de normas reglarnentanas que, una vez publicadas, adquieren el carácter de 
reglas de conducta obligatona para los Estados, razón por la cual la contra- 
vención de las mismas por partes de las correspondientes autoridades da 
lugar a que los particulares lesionados puedan acudir a las junsdicciones m- 
temas para que se condene a la admnustracrón mfractora. 

Lo importante es subrayar que la vigencia de los gravámenes en tal forma 
modificados se obtienen sin necesidad de ratificación parlamcntana, a pesar 
de que el órgano que mtroduce los correspondiente cambios no es de aqué- 
llos que integran la estructura mtcma de cada Estado particular. La orrusión 
ele este trámite, que hasta épocas recientes era inexcusable para dar validez 
a los acuerdos tomados por los países, no introduce inseguridad en la vida 
jnridica de los Estados, por cuanto el órgano commutano no hace otra cosa 
que expresar la voluntad de todos ellos dentro de los límites que los mismos 
le han señalado. 

Por lo que respecta a la América Latina, el Derecho Constitucional en 
esta materia no es uniforme, ya que tanto en los países que integran la Aso- 
ciación Latmoamencana de Libre Comercio (ALALC), como en los que for- 
man parte del Mercado Común Centroamencano, se advierten diferencias. 

En el caso <le Centroaménca, ya se ha señalado que, con excepción de 
Nicaragua, los regímenes constitucionales no autonzan la transferencia de 
atribuciones del Poder Legislativo en otros órganos del Estado. Este estado 
de cosas, que no ha vanado a pesar de haberse imciado desde hace algunos 
años e1 programa de integración en buena parte se debe al carácter gradual y 
progresivo ele éste, que no permitió prever los problemas que podrían ong1- 
narse en etapas ulteriores más avanzadas, por razón del orden constitucional 
vigente a la fecha de su 1111c10. 

Sin embargo, es interesante señalar que algunas de las Constituciones 
emitidas con postenondad a los primeros tratados, contienen preceptos en 
los cuales se acoge la realidad del movmuento de integración económica. Si 
bren es cierto que se trata de disposiciones aisladas v de carácter muy general, 
la verdad es que aquel programa se va abriendo paso en el derecho constitu- 
cional cntroamencano, aunque no en la medida que demandan las exigencias 
actuales del mercado común. 
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En el caso de los Estados Unidos de Norte América, mientras .estuvo 
en vrgencra la "Trade Agreements Act", si bien el Presidente de ese país se 
hallaba facultado para reducir los gravámenes arancelanos, la, libertad de que 
disponía era relativamente limitada. Como esta circunstancia hacía dificil que 
los Estados Urudos pudieran celebrar acuerdos arancelanos con terceros, el 
11 de octubre de 1962 entró en vigencia la "Trade Expansión Act", por virtud 
de la cual el Congreso de la Unión amplió 1as facultades que el Presidente 
tenía de acuerdo con la ley antenor, para convenir reducciones arancelarias 
con otros países hasta en un 50% de los niveles vigentes al 1° de julio del 

Esta disposición concede amplia facultad al Ejecutivo en matena aran- 
celana, mediante delegación de competencias que le hace al efecto el Con- 
greso de la Umón. En tal virtud, el Ejecutivo está en capacidad de tomar 
todas las medidas que estune convenientes en este campo, acordes con la 
política de comercio extcnor de la nación y, en general, con su desarrollo 
económico. 

"El Ejecutivo podrá ser facultado por el Congreso de la Unión para 
aumentar, dismmun o supnrmr las cuotas de las tarifas de exportación 
o importación, expedidas por el propio Congreso, y para crear otras; así 
como 1;ara restringir y para prohibir las importaciones, las exportaciones 
y el transito de productos, artículos y efectos cuando lo estime urgente, 
a fin de regular el comercio exterior, o de economía del país, la estabi- 
lidad de fa producción nacional, o de realizar cualquiera otro propósito, 
en beneficio del país. El prop10 Ejecutivo, al enviar al Congreso el Pre- 
supuesto Fiscal de cada año, someterá a su aprobación e1 uso que hu- 
biese hecho de la facultad concedida" 

Es en razón de las modalidades constitucionales que se señalan en pá- 
rrafos precedentes, que hasta la fecha se ha entendido en Centroaménca que 
la modificación de aforos sólo puede lograrse a través de la suscripción, rati- 
ficación y depósito de un instrumento mtemacronal. Queda por ver en qué 
medida esta interpretación es la única que corresponde a la realidad de 
los hechos. 

Por lo que hace a la Asociación Latmoamencana de Libre Comercio 
(ALALC), la situación se presenta con algunas diferencias entre los países 
que la mtegran. Como sería prolijo citar todas las disposicrones constitucio- 
nales pertinentes, baste con citar la Constitución de los Estados Unidos Me- 
xicanos cuyo Art, 131 Inc. 2° expresa: 

Es del caso señalar aquí el contraste que se advierte entre los regímenes 
Jurídicos de los países de la Comumdad Económica Europea y los de Centro- 
américa, pues mientras aquéllos han procedido a hacer las adecuaciones o re- 
formas necesanas en su derecho mterno, para adaptarse mejor a las nuevas 
realidades que va configurando su proceso comunitano, los países del Istmo 
se mueven en estos campos con marcada tumdez, retardando de esa manera 
el logro de todas las etapas que es necesario recorrer para alcanzar la umdad 
económica. 
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A. Legislaciones nacionales 

Por su importancia, conviene destacar la Ley número 3282 de 21 de abril 
de 1964, emitida por el Congreso de Costa Rica, y por virtud de la cual esta- 
bleció un impuesto sobre el consumo, con el fin de sustituir los mgresos pro- 
veruentes de gravámenes a la importación. 

De acuerdo con la refenda Ley, el monto del impuesto podía ser fijado 
por el Poder Ejecutivo dentro de los límites y condiciones que aquella seña- 
laba. La cuantía del gravamen se estableció tomando en cuenta la cantidad 
de matena pnma de ongen nacional empleada en el producto termmado, lo 
cual lnzo posible que se prescribiera que si dicha matona pnma era cien por 
ciento de ongen nacional, el artículo final no estaba sujeto al pago del un- 
puesto; cuando solamente se utilizara en la mercancía en setenncmco por 
ciento de materia pnma nacional, el impuesto no podía exceder del 50% 
de los aforos vigentes en el momento de su cobro; y, cuando el componente 
de materia prima nacional era mfenor a dicho setenticmco por ciento, el 
monto del tributo podía alcanzar hasta el 100% de los gravámenes a la 
importación de los correspondientes artículos. 

De lo que acaba de expresarse se deduce que el monto del gravamen 
aplicable a cada caso concreto dependía de que los organismos encargados de 
la ejecución de la ley hubieran comprobado previamente la existencia de 
producción nacional y el porcentaje de matena pnma ongmana del país uti- 
lizado en la manufactura de la mercancía. Aunque estos no eran los únicos 
critenos que debían observarse para la aphcación del impuesto, lo importante 
es recalcar que el Poder Ejecutivo era el encargado de fijar los montos de 
aquel, ya que la Asamblea Nacional de Costa Rica no hizo otra cosa que 
establecer Tas condiciones y límites que el Ejecutivo debería tener en cuenta 
para exigir el pago del tributo. 

afio citado, o para liberar totalmente el comercio de una mercancía que a 
la fecha indicada, tuviera un gravamen no mayor del 5 % ad-valorem o 'su 
eqmvalente. 

3. Breve examen de algunas legislaciones centroamencanas que autonzan al 
Poder Ejecutivo para tomar decisiones en matena arancelaria. 

En las páginas anteriores se ha señalado el rumbo que en materia de dele- 
gación de atribuciones legislativas siguen los regímenes Jurídicos de Centro- 
américa y de otras partes del mundo. 

Conviene ahora canalizar, aunque sea brevemente, si las disposiciones 
constttuc10nales que prohiben el transfemmcnto de atribuciones han sido 
obstáculo para que los congresos nacionales aumenten el poder de decisión 
de los órganos admmrstrativos en campos de naturaleza fiscal. 

Este problema puede ser analizado desde el punto de vista de algunas 
leg1slac10nes nacionales y del ordenamiento [urídrco de la integración eco- 
nónuca centroamericana. 
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De la simple lectura del párrafo segundo del artículo recién transcnto 
se aprecia fácilmente que el Poder E¡ecuhvo puede no solamente poner en 
vigor los impuestos al consumo de que se ocupa la ley, smo además reducir 
el monto del nusmo cuando, a su 1mc10, se hayan cumplido las condiciones 
que determmen una medida de esa naturaleza. Es en virtud de la disposición 
reícnda que el Gobierno de Nicaragua cuenta en esta matona con un meca- 
msmo de fácil mane10 que le permite adaptarse a las constantes variaciones 
ele la producción nacional. 

Conviene reparar, por otra parte, que no es con base en la disposición 
constitucional que permite la delegación de funciones legislativas, que tiene 
competencia en este caso el Poder Ejecutivo para poner en v1genc1a o re- 
ducir impuestos 31 consumo, ya que aquella disposición sólo opera en casos 
excepcionales, con motivo ele guerra civil o internacional o de hallarse el 
Congreso Nacional en receso, cosa que no ocurre en el caso previsto por el 
Decreto Leg1slat1vo Nº 494. 

Llama la atención, además que aunque el texto de referencia determina 
el monto del tributo, al mismo tiempo faculta al Poder Ejecutivo para re- 
ducrr su cuantía, lo cual quiere decir que las autoridades admnustratrvas de 
Nicaragua han sido dotadas de capacidad legal para modificar la norma que 
establece el monto del impuesto. Es más, estando condicionada la vigencia 
del gravamen a un acto del Poder Ejecutivo, es éste el que, en definitiva, 

"Artículo 2. Se crea un impuesto de consumo sobre productos ela- 
borados en Nicaragua y, en su caso, sobre los que se introduzcan de 
otras repúblicas de Centroaménca libres de derechos aduaneros, cuando 
tales productos sustancialmente sustituyan a sus similares importados 
de otros países. El monto de este tributo será igual a la tanfa aduanera 
más derechos consulares que orclinanamente tenga la introducción del 
mencionado producto elaborado en el extranjero. 

El impuesto a que se refiere el párrafo anterior entrará en vigor cuan- 
do el Poder Ejecutivo así lo disponga por decreto, en virtud de haberse 
llenado las circunstancias expresadas v tendrá facultades para reducir el 
refendo impuesto, ya sea al ponerle en vigor o en cualquier tiempo" 

Aunque la ley 3282 relacionada perdió su vigencia muy recientemente 
por haber sido implantado un nuevo régimen Jurídico mediante la Ley de 
Impuesto sobre las Ventas, es importante reparar en que aún cuando la Cons- 
titución de Costa Rica prohibe la delegación de las atribuciones legislativas 
esto no fue obstáculo para que en dicho país se 1c confineran al Poder Eje~ 
cutrvo las protestas que se de¡an mencionadas. Este estado de cosas fue po- 
sible, sm duda alguna, porque en concepto del Congreso Nacional de aqueHa 
Repúbhca no existía en tal caso una delegación de atribuciones. 

También merece especial mención el Decreto Legislativo número 494 del 
7 de abril de 1960, por medro del cual el Congreso de Nicaragua creó, con 
carácter general, un impuesto sobre el consumo. 

El artículo 2 del refendo Decreto, textualmente dice: 
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"Sin per¡mcIO de los beneficios establecidos para las categorías se- 
ñaladas en los párrafos antenores, el Poder Ejecutivo podrá otorgar a 
aquellas empresas mdustnalcs clasificadas como básicas que sean decla- 
radas por el Gobierno de importancia fundamental para el desarrollo 
mdustnal del país, mayores beneficios y subsidios adicionales gue los 
señalados en el presente artículo. En este caso, deberá mediar un dicta- 
mcn favorable del Consejo Supenor de Planificación Económica" 

Si se exanuna el contenido de la disposición que acaba de transcribirse, 
se encuentra que por la misma se inviste al Poder Ejecutivo ele una amplia 
discrecionalidad para otorgar beneficios v privilegios a las empresas mdus- 
tnales que específicamente menciona. Esta discrccionalidad es de tal ampli- 
tud, que no solamente puede la autondad respectiva extender los beneficios 
expresamente previstos en la ley, sino que además está facultada para crear 
v concederles otras prerrogativas no contempladas por el legislador. 

Interesante es también, a este respecto, el Artículo 13 de la Ley de 
Fomento Industnal de El Salvador, ele acuerdo con el cual en aquellos casos 
en que se comprobare que deternuuada actividad mdustnal está siendo prote- 
gida en otro país de Centroamérica con franquicias aduaneras para la impor- 
tacróu de materias pmnas v demás artículos necesarios para la producción, 
dispone que los mismos beneficios puedan otorgarse a la mdustna nacional. 

hace nacer la obligación de su pago, toda vez que se den las condiciones 
previstas en la ley 

Si, como ya se hizo ver en párrafos antenores, la atribución conferida 
al Poder Ejecutivo por el decreto mencionado no se efectuó en las circuns- 
tancias excepcionales que permiten la delegación de atribuciones legislativas, 
es de presunm que el legislador nicaragüense consideró que en este caso se 
trata nada más que del cumplmuento, por parte del Ejecutivo, de funciones 
admm1strahvas que le son propws. 

Por otra parte, las leyes de fomento mdustnal vigentes en Centroamérica 
facultan, aunque en grado diverso, a los correspondientes poderes Ejecutivos, 
para exonerar lota] o parcialmente el pago de los impuestos que específica- 
mente determmen a aquellas empresas que son objeto de clasificación. 

S1 bien es verdad que las facultades que conceden dichas leyes a los 
orgamsmos ejecutivos no tienen la nusma amplitud y alcances de las que a 
dichos orgamsmos otorgan los Decretos Legislativos de Costa Rica y Nicara- 
gua, no ]o es menos que ponen en vigencia cómo en Centroaménca, desde 
hace vanos años, los Cuerpos Legislativos han venido ampliando las atribu- 
ciones de los Poderes Ejecutivos, permitiéndoles dejar sin efecto, en todo o 
en parte, los gravámenes creados por los Congresos. Casi es innecesano decir 
que de no mediar autorización expresa en este sentido, los órganos de la 
aclnumstrac1ón pública no podrían conceder las exenciones impositivas a que 
se refieren aquellas leyes. 

Confirma lo que acaba de manifestarse, lo dispuesto en el párrafo último 
del artículo 20 de la Ley de Fomento Industrial de Honduras, que a la 
letra dice: 



196 

En tal forma, el régnnen J~ríchco salvadore~o permite que e] Poder Ejecutivo 
haga surgir derechos y obligaciones en el ámbito nacional, sin necesidad de 
un acto legislativo inmediato, 

En general, tal como se ha visto en las páginas antenorcs, tanto las leyes 
ele fomento mdustnal como otras disposiciones ele los regímenes jurídicos de 
los países centroamericanos, henden a aumentar el poder de decisión de] 
Poder Ejecutivo en materias fiscales. Esta ampliación de atribuciones no se 
ha considerado mcongruente con el prmc1p10 constitucional que prohibe e} 
traspaso de competencia legislativu, pues en cada país, al parecer, se ha parti. 
do de la consideración de que en estos casos, más que de actos leg1s]ahvos, 
se trata en realidad ele actuaciones adrrumstrativas, ampliadas en algunas 
ocasiones rior los mismos Congresos Nacionales. 

B. Ordenanncnto Jurídico de la Integración Económica Centroamencana 

A continuación se examman ciertas disposiciones contcrudas en algunos 
instrumentos que norman la integración económica de Ccntroaménca y que 
tienen atigencia con las decisiones que los órganos de dicho proceso pueden 
tomar en materia arancelana. 

a. Convenio Centroamencano sobre Equiparación de Gravámenes a la 
Importación. Desde que se firmó este instrumento en la ciudad de San José 
Costa Rica, el 1 ° de septiembre de 1959, los cmco Estados se obligaron ~ 
establecer una política arancelaria común v constitrnr un arancel centroamc- 
ncano de importación, acorde con las necesidades ele mtegración y desarrollo 
económico del área. Para tal fin, convnueron en equiparar los gravámenes a 
la importación en un plazo máximo ele cmco años a partir de la vigencia del 
Converuo mdicado. 

Con el objeto de manejar esta política. se creó en el mismo instrumento 
una Comisión Centroarnencana de Comercio -hov Consejo Ejecutivo=, la 
cual, entre otras funciones, tenía a su cargo la rcncgociación de los graváme- 
nes uniformes acordados y la clasíficacion arancclana unificada. (Art. XII). 

La norma citada disponía, asmusmo, que la renegociación quedaba li- 
mitada a los productos para los cuales hubiera sido pedida y que las decisiones 
a este respecto deberían ser acordadas con e] voto unánime de los Estados. 
Estableció, además, que cualquier modificación arancelana tendría que efec- 
tuarse a niveles nmformes. 

El Tratado General ele Integración Económica Ccntroamencana, al crear 
el Consejo Ejecutivo, sustituyó con este orgamsmo a la referida Co1111SIÓn, 
y es así como en su seno se han venido efectuando las renegoc1ac10nes v 
clasificaciones arancelanas, a tenor de la norma citada. 

Conviene destacar que, de conformidad con el Artículo XII del Conve- 
mo mencionado, los cmco países han confiado a órganos regionales el mane10 
de 1a política arancelana, a pesar ele que tradicionalmente tal política había 
venido siendo dingida por cada Estado en particular. 

Llama la atención, también, que el artículo citado no determina el pro- 
cednrnento a seguir para que las decisiones del Consejo Ejecutivo en materia 
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arancclana cobre fuerza obligatoria en los Estados miembros del Tratado 
General, hrmtándosc a establecer que tales resoluciones se tomen por unaru- 
midad ele votos. Sin embargo, desde un pnnc1p10 se adoptó la práctica de 
suscribir, ratificar y depositar instrumentos adrcionales al Convenio básico, 
]o cual no quiere decir que jurídicamente éste sea el único procedimiento 
válido, sobre todo si se toma en cuenta el dinanusmo que reqmere la mte- 
grac1ón económica en este campo. Qmzá esta forma de entender las cosas 
se ha debido, como se ha indicado en págmas amenores, al peso de las díspo- 
siciones constrtucionales que en forma expresa prohiben la delegación de 
funciones leg1slahvas, aunque -según se ha visto- dichas normas no han u11- 
pedido ampliar la esfera de acción de los órganos adrmmstrativos, cuando así 
lo ha requerido el mterés general. 

b, Protocolo al Convemo sobre el Régnnen de Industrias Centroamen- 
canas de Integración. Cuando en la ciudad de San Salvador se suscribió el 
29 de enero de 1963 este instrumento =en vigor en cuatro países-, se consi- 
deró la conveniencia ele implantar un sistema complementano de estímulo 
mdustnal, el que fue incluido en el Capítulo IV del mstrumento en re- 
ferencia. 

En esencia, el sistema consiste en que los Estados fijan, en el correspon- 
diente protocolo, aforos uniformes protecciomstas para determmadas activi- 
dadcs mdustnales, sm perjuicio de los acordados en el Convcmo Centroame- 
ncano sobre Eqmparac1ón de Gravámenes a la Importación v sus protocolos. 
Lo importante en este sistema es que tales aforos no se aplican tan pronto 
como entra en vigencia el protocolo que los establece, smo que es unpres- 
cmdible que un órgano regional, la Secretaría Permanente del Tratado Ge- 
neral, notifique a los gobiernos que las mdustnas acogidas al sistema reúnen 
las condiciones previstas en el correspondiente protocolo. En otras palabras. 
la acción legislativa que fija los aforos no es suficiente para la entrada en 
vigor de éstos, ya que entre ambos actos tiene que producirse necesanarnentc 
la acción del órgano regional. Esto indica hasta qué punto los Estados del 
área han aceptado ya que para ciertos fines, sean los orgamsmos regionales 
1os que detcnnmcn la acción arancelana de aquellos. 

c. Convenio Ccntroamcncano de Incentivos Fiscales al Desarrollo In- 
dustrial. El 31 de jnho de 1962 los cmco Estados suscribieron el Convenio 
de referencia, con el objeto de estnnular, en forma conjunta, el crecimiento 
de la mdustna regional. 

De acuerdo con el mismo, los Estados se comprometieron a establecer 
1111 sistema úruco de mcentivos fiscales y ele calificación y clasificación de 
empresas mdustnales acreedoras a dichos beneficios. 

La aplicación del citado mstrurneuto, durante los primeros siete años 
ele su v1gcnc1a, correrá a cargo en cada país ele la correspondiente autoridad 
admuustratrva nacional, actuando el Consejo Ejecutivo como organismo coor- 
dinador de ellas. Vencido aquel térmmo, y de conforrrudad con el Art. 24 
del Convenio, la calificación y clasificación de mdustnas se hará sobre base 
enteramente centroarnencana, esto es, considerando el área en su conjunto. 
En este último caso, el Consejo Ejecutivo actuará como el orgamsmo adnu- 
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Como puede apreciarse, la disposición antenor concede al Consejo Eje- 
cutivo una amplia facultad para modificar situacroncs creadas a ruvel nacional, 
por lo que respecta a la clasificación de las empresas locales, lo que se traduce 
en un mayor poder de decisión en materia fiscal por parte de los orgamsmos 
del proceso mtegraciornsta. 

Habida cuenta que el Convenio Centroamencano de Incentivos Fiscales 
al Desarrollo Industrial aún no se encuentra en vigor, por no haber ocurndo e] 
depósito por parte de un país, es de esperarse que tan pronto ello tenga lu- 
gar, el citado instrumento, al sustituir las cmco leyes nacionales sobre la 
matena, produzca un desplazamiento hacia el Consejo Ejecutivo, la Secreta- 
ría Permanente y el Instituto Ccntroamencano de Investigación y Tecnolo- 
gía lndustnal de muchas de las atribuciones que hoy corresponden en estos 
asuntos a las autonades de cada país. 

Esto es así, porque habiéndose concebido el Programa de Integración 
Económica como un movumcnto gradual y progresivo, a medida que el pro- 
ceso avanza, nuevos sectores se incorporan dentro de aquél, ampliando por 
consiguiente las tareas <le las mstitncrones regionales. 

La indicada situación, por otra parte, ya había sido prevista por los Es- 
tados ceutroamencanos en el Tratado General al crear los organismos de la 
Integración, ya que dotaron a éstos de las más amplias facultades para dingir, 
coordmar y ejecutar las cuestiones suscitas por el Programa de referencia, 
incluyendo la realización de todas las gest10nes y trabajos gue tengan por 
objeto llevar a la práctica la unión económica de Centroamérica, tal como lo 
dispone el Capítulo IX de aquel instrumento. En este sentido, los poderes 
con que se va dotando a tales orgamsmos no constituyen más que el curnph- 
nuento de disposiciones legales vigentes en los cinco Estados. 

Del breve examen que acaba de hacerse de las disposiciones contemdas 
en las leyes internas y en los instrumentos de la integración conómica, resulta 
clara la práctica constante y progresiva que han venido srguicndo los países 
del área para ampliar la competencia de los orgamsmos ejecutivos nacionales 

"Cuando un Estado contratante estimare que en otro de los países 
se ha clasificado una empresa en un grupo de clasificación distmto al 
que le corresponde conforme a este Converuo, podrá someter el caso al 
Consejo Ejecutivo dentro de un plazo de tres meses contados a partir 
de la publicación del Decreto o Acuerdo de clasificación. El Conse¡o 
Ejecutivo determinará el grupo de clasificación que le sea aplicable a la 
empresa y dará a conocer su decisión a la autonclad admmistrativa na- 
cional. Esta quedará obligada a modificar, en lo conducente, los térmi, 
nos <le dicho Decreto o Acuerdo" 

nistrador directo de la política ,centroamcncana de incentivos fiscales, por lo 
que las autondades de cada pais, en los casos previstos por el Convenio ce- 
1 ' l ' ( ' e eran su competencia a órgano en mencron. 

Confirma lo anterior el Artículo 28 del citado instrumento, que a la 
letra dice: 
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Límites máximos v mínimos. 

Como resultado del examen que se hizo de las Constituciones de Cen- 
troaménca, corresponde a los Congresos Nacionales la potestad de crear, 
modificar v derogar la ley, quedando enmarcada dentro de la misma la atn- 
bución de establecer impuestos. Tomando esto en cuenta, es indudable que 
los órganos ndmnnstratrvos no tienen ordinanamcnte capacidad para ocuparse 
ele cuestiones como las mencionadas, ya gne su ejercicio excede su competen- 
cia normal. Tal circunstancia es la que ha tenido en cuenta la Secretaría para 
propugnar que aquella competencia se cree mediante un instrumento jurídico 
internacional, pues sólo a través de una lev habilitante es posible extender o 
ampliar la potestad reglamentaria de la adnumstración. 

La realidad juridica centroamcncana que acaba de exponerse y que per- 
mite la aplicación de facultades a los orgamsmos ejecutivos regionales o de 
cada país, hace pensar en la posibilidad de establecer un proccdinnenro fle- 
xible para el manejo del arancel común a 1a importación, toda vez qne se 
trata de una srtuación análoga a las antcnormente consideradas. Con ello se 
procuraría, básicamente, que el organo competente de la región pueda, de 
acuerdo con los requcnmientos del desarrollo econórmco del área y de la 
política conjunta de comercio exterior, modificar los aforos en tal forma que 
respondan a las necesidades sobrevmrentes del mercado común, elmunando 
algunos trámites qnc se siguen actualmente y que no exige en forma expresa 
mngún instrumento [uridtco del proceso mtegraciorusta. 

La modalidad que se propone, con hase en los argumentos anteriores, 
no es otra que la que sugerida por la Pnmera Reunión Conjuuta ele Ministros 
ele Economía v Hacienda, que se efectuó en Antigua, Guatemala, a pnnc1p10s 
de abril de l 96S, y que consiste fundamentalmente en la firma de un instru- 
mento internacional que prennta fijar el monto de los gravámenes cornprendr- 
dos en el arancel uniforme dentro de línutes máximos v mímmos que se es- 
tablecerían en el referido mstrumento. 

No obstante, por las razones que más adelante se exponen, la Secretaría 
Permanente, a diferencia ele la idea formulada en aquella Reunión, considera 
qne en lugar de conferirsele tal potestad a los Poderes Ejecutivos de cada Es- 
tado, son los Consejos del Tratado General de Integración Econónuca qme- 
nes la ejerciten. 

Para facilitar el examen de la modalidad que se propone, es conveniente 
analizar pnrnero la leg1tmudad de ]os límites máximos v mimmos a que se ha 
hecho referencia, para en segmcla considerar la competencia de los Consejos. 

V MODALIDADES LEGALES OUE INCLUYEN UN 
PROCEDIMIENTO FLEXIBLE._PARA EQUIPARAR 
Y RENEGOCIAR AFOROS A NIVEL REGIONAL 

O regionales. Tal proceder ha permitido adecuar el funcionannento de éstos 
a los requerurnentos del movnrnento de integración, sin que por ello se 
conSIClercn transgredidas las disposrcioncs constitucionales que prohiben la 
delegación ele funciones, señaladas al coimcnzo de este trabajo. 
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Se habla de ampliación o extensión de la potestad reglamentana, por~uc 
una vez establecido el sistema, los Consejos del Tratado General no harían 
otra cosa que dar cumplnmento al mandato legal de fijar, dentro de los 
límites preestablecidos por el legislador, el monto del impuesto. 

En tal sentido, la creación de los gravámenes correspondería siempre a 
los cuerpos legislativos, no sólo porque esta función es constitucionalmente 
mdelegable, smo también porque, aún si fuera Jurídicamente posible tal dele- 
gación, para resolver los problemas que se ongman por la ngidez del arancel 
no es necesario menoscabar la mtegnclad legislativa. 

Si lo antenor se expresa en otras palabras, quiere decir que las resolucio- 
nes que tomen los Consejos del Tratado General en e1crcic10 de la atribución 
mencionada, no constituirían una creación, modificación o derogación de un 
acto legislativo. Lo pnmero, porque no es la fijación del monto del gravamen 
lo que da vida a éste, sino la norma Jurídica que lo establece. En este senti- 
do, la labor que oumphrian los Consejos se crrcunscribiria a hacer posible la 
aplicación de la ley o casos concretos, lo gue en esencia caracteriza a la función 
admimstrativa. Lo segundo, porque cualquier alteración que con postenon- 
dad hicieran los Consejos al monto de un gravamen fijado por ellos mismos, 
no constituiría otra cosa que un nuevo acto de ejecución que, por ese solo 
hecho, es prop10 de los órganos admnustrativos. Ahora bien, como existe un 
arancel vigente en los cmco países del área, podría pensarse que la pnmera 
vez que los Consejos del Tratado General vanaran, dentro de los límites 
acordados, el monto de los gravámenes fijados por el legislador, estarían mo- 
dificando una ley y, por consiguiente, reanzando un acto inconstitucional. 
Con el fin ele obviar este problema, deberá mcluirse en el instrumento res- 
pectivo una cláusula mediante la cual se provea que la tasa ele los impuestos 
fijada por el legislador quedará sm nmgún valor 111 efecto en el mismo mo- 
mento en que entre en vigencia el aforo cuyo monto haya fijado el corres- 
pondiente Consejo. Esta disposición hará posible que sean los propios Con- 
gresos los que deroguen la tasa establecida por ellos mismos y no el acto 
adrmrustrativo del Consejo. Por último, tampoco sería una derogación, porque 
el establecnmento ele un nuevo nivel arancelano no abrogaría el régnnen 
Jurídico creado por el legislador. 

Antes se ha dicho que el cstablccinuento de un mecanismo como el que 
se sugiere en la presente nota, no constituye cosa distinta a una ampliación 
o extensión de la potestad reglamentana que tienen los cuerpos encargados 
de ejecutar la ley, razón por la cual la modalidad sugcncla se considera en- 
marcada dentro de los regímenes constitucionales centroamencanos. Sin em- 
bargo, como podrían existir dudas acerca de si los Congresos de cada país 
pueden autorizar tal ampliación, porque se considere que los actos que realicen 
los Consejos como conse~uencia de la misma son . de naturaleza leg1sla~1va, 
es de suma importancia dilucidar este problema, a fm de desvanecer aquellas. 

Ante todo, nada de particular tiene que órganos dotados de potestad 
reglamentana emitan normas [uridicas generales, obhgatonas por sí mismas y 
en todo el ámbito terntonal en que cierccn [urisdiccrón, puesto que, como 
se sabe, esa es la característica más importante de toda disposición reglamen- 
taria. En efecto, "aunque formalmente el reglamento es un acto de la adrni- 
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mstrac1ón, por la generalidad de sus normas, desde el punto de vista matenal 
es un acto regla, un acto legislativo" Esto no quiere decir, con todo, que 
la ley y el reglamento sean una m1s111a cosa, ya que "si bien atendiendo a la 
naturaleza de los preceptos que contienen hay identidad, pues ambos crean 
normas generales, objetivas, permanentes, los elementos formales y orgánicos 
los distniguen", ya que la pmnera es creada por los cuerpos parlamentanos y 
el segundo por la admmistración, sigmendo procedimientos diferentes. Por 
estas nusmas razones, la autorización que se daría a los Consejos para fijar 
el monto de los gravámenes arancelanos no implicaría una invasión de las 
atribuciones propias de los Congresos, ni tipificaría un caso de delegación 
de competencias. 

No habría usurpación de funciones legislativas porque al figurar en un 
instrumento mtemacional disposiciones que faculten a los Consejos del Tra- 
tado General para fiiar, dentro de ciertos límites, el monto de los impuestos 
a la importación, son los mismos órganos legislativos qmenes hacen posible 
la actuación de aquéllos. Se configuraría un caso de la naturaleza que se co- 
menta sr las autoridades admimstrativas, sin haber sido previamente investidas 
del poder indispensable, tomaran decisiones que por su índole corresponden 
a la esfera ele competencia de un poder distmto. 

Por otra parte, no se daría un caso de delegación, porque los Congresos 
no estarían transfiriendo el ejercicio de una competencia que les es propia 
-crear, modificar o extmgmr los tributos- smo tan sólo estableciendo el 
medio que permite asegurar la consecución de un fin quendo por ellos mis- 
mos. En razón de la modalidad que se plantea, en efecto, la ejecución de la 
norma contenida en el correspondiente instrumento mternacronal, solamente 
sería posible una vez que se hubiera dictado la disposición reglamentana que 
fije el monto del impuesto, acto éste que no sería más que una consecuencia 
ele la regla ¡urídica creada por el legislador. En defimtrva, las disposiciones 
que emanen de los Consejos, en uso de la potestad de referencia, no tendrían 
otro carácter que el de normas reglamentanas subordinadas, porque su con- 
tenido estaría dcternunado por el orden mrídico y su finalidad no sería otra 
que hacer posible el cumplnmento de éste. 

En vista de las consideraciones que anteceden, se puede afirmar que en 
el caso concreto de la propuesta que en este documento se formula, la fija- 
ción del monto de un derecho arancelano, dentro de los topes máximo y 
mimmo detennmados por el legislador. aunque desde un punto de vista 
marenal constituye un acto legislativo, ello no modifica su esencia reglamcn- 
tana de carácter adnumstratrvo, por lo que, previa autorización legal, puede 
ser realizado por las autondades encargadas de ejecutar la ley 

En Centroarnénca, por lo demás, la cuestión planteada no reviste carác- 
teres de gravedad, ya que los propios regímenes constitucionales, con abun- 
dante sentido de previsión, han mcorporado en sus textos una norma que 
permite solucionarla de manera eficaz. En efecto, los artículos 2, 10, 9 y 6 
de las Constituciones de Guatemala, El Salvador, Honduras y Nicaragua, 
respectivamente aunque con drversa redacción, son unántmes en reconocer 
como una necesidad pnmordial volver a la umón con uno o más Estados de 
la antigua Federación, razón por la cual reconocen como legítimas todas 
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2. Competencia de los Consejos, 

Como ya se dijo, la diferencia que existe entre la propuesta ele la Secreta- 
na y la formulada por la Reunión Conjunta de Ministros de Economía v 
Hacienda, consiste básicamente en que ésta confiaba a los Poderes Ejecutivos 
de cada país el manejo del arancel, en tanto que, de acuerdo con el parecer 
de la SIECA, tal función debe corresponder a los Consejos del Tratado 
General. 

Las pnncipales razones que han determinado a la Secretaría Permanente 
para variar en este punto la propuesta ongmal, son ]as s1gmentes: 

En pnmer término, de conforrrudad con el Artículo XX del Tratado Ge- 
neral, al Consejo Econó1mco le corresponde "dmgir la integración de las 
economías centroamericanas v coordinar la política, en materia económica. 
de los Estados Contratantes" 

Responsable como es dicho Consejo del destino del Programa de Inte- 
gración Econórn1ca, no puede menos de esperarse que los Estados del Istmo, 
para ser consecuentes con el compromiso que han asumido a través del ar- 
ticulo citado, creen las condiciones necesanas para facilitarle la consecución 
de sus cometidos. ya que éstos no representan otra cosa que el propw interés 
<le los m 1s111 os países. 

Teniendo en cuenta lo que acaba de manifestarse, si la ampliación de 
atribuciones que se propugna por medio de este documento se confinera a 
los Poderes Ejecutivos de cada Estado, ello significaria un retraso en la evo- 
lución del movmuento mtegracwmsta, por cuanto se estarían sustrayendo del 
gobierno de la integración, funciones que por definición le corresponden. 
Además, una medida de tal naturaleza sería una mconsecuencia con la volun- 
tad puesta de manifiesto por medio de la norma [uridica antedicha. 

No puede desconocerse, asimismo, que de otorgar a los Poderes Ejecuti- 
vos las facultades que nos ocupan, se producirla un fenómeno de mcompan- 
bilidad en la función de gobierno. Se dice esto, porque tal como ha sido 
orgánicamente estructurado el Programa de integración econónnca, el mismo 

aqu~llas medidas que adopten sus correspondientes órP.anos, v que tienden a 
realizarla total o parcialmente en condiciones democráticns. 

Vistas las disposiciones mencionadas, no cabe duda que el Programa de 
Integración Económica de Centroamérica es un esfuerzo que propende a 
restablecer la unidad, que como necesidad esencial reconocen las Consti- 
tuciones. 

Como la um:lad de Ce,n~roaménca ,no se produsuá mediante la simple 
suma de las realidades jurídicas, econonucas v políticas que actualmente 
existen en cada uno de los países, sino que será la resultante de las transfor- 
maciones que en las mismas se operen en el curso del tiempo, es de todo 
punto de vista conveniente, va que no existe obstáculo constitucional para 
ello, fortalecer los órganos de la Integración Económica para que puedan 
cumphr el mandato de las Cartas Fundamentales. · 
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De todo lo anterior se desprende: 
1° Que el nnplantarmento en Centroaménca de un sistema que permita 

a los Consejos del Tratado General fijar el monto de los gravámenes a ]a 
importación dentro de límites máximos v mínnnos establecidos por los Con- 
gresos de cada país, no vulnera la potestad legislativa 111 constituye un acto 
de delegación de atribuciones: 

2° Oue tal sistema se halla en armonía con los rezhnenes constitucro- 
nales v1ge'ñtes en Centroarnénca y es de aquéllos que contribuyen al fortalc- 
cumento del programa de mtegración económica y, por ende, a hacer realidad 
el mandato de las Cartas Fundamentales sobre umficación; 

~9 Que la modalidad propuesta es la que responde a la necesidad del 
Programa y al ordenarmcnto jurídico ele la Integración Econórmca, así corno 
a su estructura orgánica. 

se enmarca dentro del sistema ele centrahzacrón de atribuciones, razón por la 
cual toda medida que tienda a dispersar el c1crc1c10 de un mismo poder en 
vanas reparticiones adnurnstrativas -como ocumría en la hipótesis plantea- 
da- sería contrana al pnnc1p10 en que descansa el régimen mstitucional de 

1 I la mtcgrac10n econonuca. 
Las razones que hasta aquí se han dado valen, asirmsmo, en lo que 

concierne, para el órgano encargado de la ejecución de la política establecida 
por los tratados v el Consejo Económico. En efecto, como el proceso ele 
integración cuenta con un Consejo Ejecutivo gue, de acuerdo con el Artículo 
XXI del Tratado General le corresponde la aplicación v adnnmstración de 
los convemos relacionados con aquel, "así como realizar todas las gestiones 
y trabajos que tengan por objeto llevar a la práctica la unión económica de 
Centroaménca", no hay razón alguna para sustraer de su competencia todas 
aquellas funciones que Je vienen impuestas por el ordenarmento jurídico de 
la m tegración. 

No debe perderse de vista que el programa es una mudad, tanto desde 
el punto de vista teórico corno práctico, por lo que sí cualquiera de los ele- 
mentos que lo componen se transfiere a un órgano distmto de los establecidos 
para su dirección y admnustración, e1lo repercutiría desfavorablemente en 
todas las nctrvidades que se hallan dentro de la esfera de acción de aquél v 
pondría en peligro la consecución de objctrvos que sólo pueden alcanzarse 
mediante aquella umda<l. 

Como la política arancelaria desempeña un papel relevante dentro del 
programa de mtcgracion cconónuca v es e] producto de una negociación lle- 
vada a efecto por los Consejos del Tratado General, resulta natural que la 
misma no pueda dejarse en manos de cada uno de los países, porque es prccr- 
samcnte para esta clase de actividades que se crearon órganos regionales. Así 
lo confirma el párrafo pnmero del Artículo l O del Convenio sobre Fqiupara- 
ción de Gravámenes a la Importación, que en lo pertinente dice: "Los Estados 
Contratantes convienen en establecer una política arancelaria común y re- 
suelven constituir un Arancel Ccntroamcncano de Importación, acorde con 
las necesidades de la Integración y desarrollo económico ele Centroaménca" 
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En términos concretos, la modalidad que por este medio se recomienda 
consistiría en lo siguiente: 

1° Que los cmco Estados suscriban un protocolo al Convenio Centroa- 
mencano sobre Equiparación de Gravámenes a la Importación, para hacer 
posible la ampliación de atribuciones de los Consejos del Tratado General; 

2° Que en dicho mstrumento se incluyan las disposiciones necesarias 
para que en lo sucesivo el monto de los impuestos que gravan la nnportación 
se fije por el Conse¡o Económico del Tratado General dentro de los límites 
máximos y mírnrnos que determinen los correspondientes Congresos Na- 
cionales; 

39 Que se incorporen en el instrumento los entenas con base en los 
cuales dicho Conse¡o deba cumplir su cometido; 

4° Que en el mismo protocolo se establezca un procedimiento que 
permita que la negociación y renegociación arancelaria se efectúe, como 
hasta ahora, en el seno del Consejo Ejecutivo del Tratado General, con el 
fin de facilitar al Consejo Económico el cumplimiento del cometido que le 
correspondería de acuerdo con el numeral 2°; 

5° Que fijado el monto de un gravamen arancelario por el Consejo 
Económico y publicada la correspondiente resolución en la Gaceta Oficial 
Centroarnencana, que se crearía en el mismo mstrumento, aquél entre en 
vigencia en todos y cada uno de los Estados una vez vencido el término que 
convencionalmente se determme; 

69 Que en el protocolo de referencia se incluya una cláusula mediante 
la cual se disponga que en el mismo promedio en que entra en vigor el aforo 
=cuvo monto haya establecido el Consejo Económ1co- quedará sm mngún 
valor ni efecto la tasa del gravamen en vigor hasta ese instante; 

7° Que también se mcluya una disposición en el sentido de ~ue el 
Consejo Económico podrá vanar, siempre dentro de las condiciones y límites 
establecidos por el legislador, el monto de los gravámenes que antcnormcnte 
hubiera acordado; 

89 Finalmente, una disposición deberá obligar a cada nucmbro del 
Consejo Econónuco, a mantener mformado al correspondiente Organo Le- 
gislativo acerca de ]as medidas que el Consejo mencionado hava tomado en 
matena arancelana. 

VI PROPUESTA CONCRETA 


	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

